El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Sentencia  - 2ª Instancia -07 de mayo 2018
Radicación Nro. :
  
66001-31-21-001-2018-00018-01
Accionante:

Alejandro Morales Dussán, en su presunta calidad de “apoderado judicial por amparo de pobreza de Rodrigo de Jesús Monsalve Tamayo.

Accionado: 

Administradora Colombiana de Pensiones –COLPESIONES-, Mejía Jaramillo CIA Ltda y MEDIMÁS EPS SAS, a la que fueron vinculadas la Dirección de Acciones Constitucionales, la Dirección de Prestaciones Económicas, la Gerencia de Determinación de Derechos, la Dirección de Medicina Laboral, todas de COLPENSIONES y ASALUD Medicina Laboral Ltda
Vinculado (s): 



Proceso:


Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


MÍNIMO VITAL / PAGO DE INCAPACIDADES / APODERADO POR AMPARO DE POBREZA / FALTA DE LEGITIMACIÓN / SIN PODER / IMPROCEDENTE / CONFIRMA -  En el presente caso, se dijo, el abogado Morales Dussán comparece en representación del señor Monsalve Tamayo, para lo cual hizo valer un proveído del Juzgado Segundo Laboral del Circuito local (f. 26, c. 1), en el que fue designado como apoderado judicial en amparo de pobreza del allí demandante para que lo representara, recálquese, en ese exclusivo proceso ordinario laboral; de donde surge evidente el incumplimiento del requisito de procedibilidad de la acción consagrada en el articulado del decreto 2591 de 1991, que toca con el derecho de postulación en este especial trámite constitucional, y que ha sido custodiado con esmero por la jurisprudencia patria.

Se insiste en que, aunque se alude a una representación judicial, aquella surte efectos en otro asunto, ajeno a la jurisdicción constitucional a al que ahora se asiste. 

Así que frente a esa falta de legitimación, el camino a seguir era declarar la improcedencia de la acción, antes que siquiera analizar lo que era motivo disenso; en consecuencia, se revocará el fallo objeto de estudio y se procederá de conformidad.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

         SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo siete de dos mil dieciocho
Expediente 66001-31-21-001-2018-00018-01

Acta N° 147 de mayo 7 de 2018
Decide la Sala la impugnación interpuesta por el accionante, contra la sentencia proferida el 02 de marzo último por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en la presente acción de tutela que Alejandro Morales Dussán, en su presunta calidad de “apoderado judicial por amparo de pobreza de Rodrigo de Jesús Monsalve Tamayo” (f.1, c.1), inició frente la Administradora Colombiana de Pensiones –COLPESIONES-, Mejía Jaramillo CIA Ltda y MEDIMÁS EPS SAS, a la que fueron vinculadas la Dirección de Acciones Constitucionales, la Dirección de Prestaciones Económicas, la Gerencia de Determinación de Derechos, la Dirección de Medicina Laboral, todas de COLPENSIONES y ASALUD Medicina Laboral Ltda.

ANTECEDENTES

Alejandro Morales Dussán, quien se presenta como apoderado judicial por amparo de pobreza de Rodrigo de Jesús Monsalve Tamayo, demandó por vía de tutela a COLPESIONES, Mejía Jaramillo Cía. Ltda. y MEDIMÁS EPS SAS, en procura de la protección de los derechos fundamentales al mínimo vital y a la seguridad social de los que este es titular, vulnerados, afirma, por las accionadas.

Narró, en síntesis, que el señor Monsalve Tamayo, depende económicamente de lo que ha obtenido como mesero de “El Gran Hotel”, donde ingresó a laborar desde el 2008; en el año 2015 sufrió una caída que le causó dolor lumbar crónico, con alodinia y limitación funcional lumbar; dichas afecciones y otras que padece, como diabetes mellitus, várices crónicas en sus miembros inferiores y una lesión en el ligamento cruzado de su pierna derecha, lo condujeron a complicaciones de orden psiquiátrico y ello derivó en el resquebrajamiento de su hogar; por tanto, no ha podido trabajar desde el año 2016 y soporta una precaria situación económica. 
Expone que su empleador, desde esa calenda, ha venido pagando las incapacidades y las recobra a la EPS y al fondo de pensiones, sin embargo informó que no lo haría más por cuanto se cumplieron los 540 días de incapacitado. A su vez, la EPS, rechazó el pago de la prestación con el argumento de que está a cargo de la ARL.

Considera que el pago de la prestación incumbe al empleador, quien puede recobrar ante las entidades de la seguridad social integral. 

Se solicita, por tanto, ordenar a Mejía y Jaramillo CIA Ltda que continúe reconociendo y pagando las incapacidades extendidas en favor del señor Monsalve Tamayo, suspendidas desde el 1 de febrero de 2018, hasta que obtenga su pensión de invalidez o su salud esté restablecida para poder volver a trabajar. Y que MEDIMAS EPS SAS y COLPENSIONES reintegren al empleador los pagos que realice en favor del beneficiario de la acción y presten la colaboración necesaria para el cumplimiento de la sentencia.
Con la demanda, entre otros documentos, se anexó copia informal y sin firma de un auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito local calendado el 14 de noviembre de 2017, en el que durante el trámite de un proceso ordinario laboral, se designó al abogado Alejandro Morales Dussán como apoderado judicial en amparo de pobreza del señor Rodrigo de Jesús Monsalve Tamayo (f.26, c.1)
  



El despacho judicial de primer grado admitió la demanda y corrió traslado a las citadas entidades accionadas y vinculadas.





Asalud Ltda, adujo falta de legitimación en la causa por pasiva y solicitó su desvinculación.





El representante legal de Mejía y Jaramillo Cía. Ltda, estimó improcedente la acción y pidió denegar las peticiones invocadas en su contra.  
  



Sobrevino el fallo de primera instancia en el que el juzgado amparó los derechos reclamados y ordenó a MEDIMÁS EPS S.A.S, pagar al accionante las incapacidades generadas a partir del día 541, es decir desde el 1° de febrero de 2018 y hasta que se obtenga el concepto favorable de rehabilitación, al hallar que, según que la legislación vigente, es esta entidad la que debe asumir tal estipendio; del mismo modo impartió otras órdenes tendientes a que se materialice el recobro en favor del empleador, sobre las incapacidades, cuyo pago estuvo a cargo de COLPENSIONES. 

  



Tal decisión fue impugnada por la parte actora que solicitó fulminar condena también contra la sociedad Mejía Jaramillo Cía. Ltda, toda vez que abandonarlo a la suerte de la EPS es como negarle las súplicas, si se tiene en cuenta la ineptitud operativa y el desdén administrativo que la anteceden.
CONSIDERACIONES

  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

  



En el caso concreto, Alejandro Morales Dussán, quien afirma actuar como apoderado judicial en amparo de pobreza del señor Rodrigo de Jesús Monsalve Tamayo, dirigió su reclamo contra las ya citadas entidades accionadas e invocó la vulneración de los derechos fundamentales arriba señalados, con el fin de que se efectuara el pago de unas incapacidades extendidas en favor del señor Monsalve Tamayo.

 



El Juzgado de primer grado, se dijo, accedió al amparo deprecado y dispuso que MEDIMÁS EPS SAS se hiciera cargo de la prestación deprecada en la acción.
  



Sin embargo, al margen lo decidido, lo cierto es que lo primero que ha debido analizarse en primera instancia es la legitimación en la causa por activa, ya que se le dio vía libre a la representación judicial invocada por el memorialista para acudir en nombre del señor Monsalve Tamayo, de quien dice, es su prohijado en un proceso ordinario laboral adelantado ante el Juzgado Segundo Laboral del Circuito local. 
  



Para la Sala, palmariamente, se incumplen los supuestos del artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, que enseña que la acción de tutela debe ser promovida por el directo afectado, por su representante legal, o por medio de apoderado judicial, en cuyo caso debe ser abogado inscrito y acompañar el respectivo poder especial; todo sin perjuicio de que se puedan agenciar intereses ajenos. 
Específicamente, cuando quien promueve la demanda aduce su calidad de apoderado, se reitera, es menester que obre en la actuación el poder que lo faculte para ello, que además debe ser especial y dirigido, de manera exclusiva, a la representación en esta clase de asuntos.

Ha recordado la Corte Constitucional, ahora en sentencia de unificación, que:
 


La tutela es un medio de defensa judicial de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre” (CP art. 86).  No es necesario que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre.  El tercero debe sin embargo tener una de las siguientes calidades: (i) representante del titular de los derechos, (ii) agente oficioso o (iii) Defensor del Pueblo o personero municipal.
  Representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra el apoderado judicial (en los demás casos). Ahora bien, para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo.
 (ii) Como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los [derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Dcto 2591 de 1991 art. 10). (iii) El Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso.





Y en ese preciso caso, como halló que quien promovió la demanda carecía de poder para representar al afectado y que tampoco se cumplían los requisitos de la agencia oficiosa, concluyó que: 

  


Debido a que no ostenta entonces poder para representar judicialmente al señor Jorge Andrés Montoya Moreno, ni invoca tampoco –ni tiene en el fondo- la calidad de agente oficioso del titular de los derechos fundamentales en que se sustenta, la tutela instaurada por el señor Pablo Elías González Monguí debe declararse improcedente debido a su manifiesta falta de legitimación en la causa por activa. En esa medida, este solo hecho indica que no hay por lo tanto razones que legitimen al juez para estudiar el fondo del asunto. Por este motivo, la Corte Constitucional revocará la providencia de segunda instancia, que a su vez revocó la de primera, y en su lugar declarará improcedente el amparo. (Se resalta).
  



Ya antes, en la sentencia T-531 de 2002, la misma Corporación había relacionado los elementos del apoderamiento en materia de tutela, los cuales fueron tenidos en cuenta por dicho Tribunal en la Sentencia SU-055 de 2015 citada, que a continuación se indican:

   


Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico
. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial.
 En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido
 para la promoción
 de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen
 en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho
 habilitado con tarjeta profesional
.  (Resalta la Sala)
  



Sobre el tema, también precisó en reciente providencia la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 que:

  
 
La carencia de la citada personería para iniciar la acción de amparo constitucional, no se suple con la presentación del apoderamiento otorgado para un asunto diferente. La falta de poder especial para adelantar el proceso de tutela por parte de un apoderado judicial, aun cuando tenga poder específico o general en otros asuntos, no lo habilita para ejercer la acción de amparo constitucional a nombre de su mandante y, por lo tanto, en estos casos, la tutela debe ser declarada improcedente ante la falta de legitimación por activa. (Resalta la Sala).
En el presente caso, se dijo, el abogado Morales Dussán comparece en representación del señor Monsalve Tamayo, para lo cual hizo valer un proveído del Juzgado Segundo Laboral del Circuito local (f. 26, c. 1), en el que fue designado como apoderado judicial en amparo de pobreza del allí demandante para que lo representara, recálquese, en ese exclusivo proceso ordinario laboral; de donde surge evidente el incumplimiento del requisito de procedibilidad de la acción consagrada en el articulado del decreto 2591 de 1991, que toca con el derecho de postulación en este especial trámite constitucional, y que ha sido custodiado con esmero por la jurisprudencia patria.
  



Se insiste en que, aunque se alude a una representación judicial, aquella surte efectos en otro asunto, ajeno a la jurisdicción constitucional a al que ahora se asiste. 

 



Así que frente a esa falta de legitimación, el camino a seguir era declarar la improcedencia de la acción, antes que siquiera analizar lo que era motivo disenso; en consecuencia, se revocará el fallo objeto de estudio y se procederá de conformidad.

  



DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia dictada el 2 de marzo último por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en la presente acción de tutela que Alejandro Morales Dussán, en calidad de apoderado judicial por amparo de pobreza de Rodrigo de Jesús Monsalve Tamayo, inició frente  Administradora Colombiana de Pensiones –COLPESIONES-, Mejía Jaramillo CIA Ltda y MEDIMÁS EPS SA.
 



En su lugar, se declara la IMPROCEDENCIA del amparo deprecado.





Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                          DUBERNEY GRISALES HERRERA     
  






         Con aclaración de voto
� Artículo 10, Decreto 2591 de 1991: “[l]a acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí mismo o a través de representantes. Los poderes se presumirán auténticos. || También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. […] También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”.


� Sentencia T-531 de 2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett). En esa ocasión, la Corte negó la acción de tutela interpuesta por una persona, entre otras razones porque no tenía la condición de apoderado judicial. Para sostener ese punto, señaló que el apoderamiento judicial sólo existía allí donde se daban las siguientes condiciones: “[…] Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”.


� Su-055 de 2015


� Esta presunción fue establecida por el legislador delegado en el decreto 2591 de 1991.  Sobre la misma se pronunció tangencialmente la Corte en sentencia T-001 de 1997 en la cual la Corte resuelve el caso de abogados que presentaron acción de tutela como agentes oficiosos sin demostrar la indefensión de los agenciados, la Corte niega la tutela por que no se configura  la agencia oficiosa y no se reúnen los requisitos  para el apoderamiento judicial, afirmó la Corte: “Los poderes se presumen auténticos, según lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, pero, obviamente, tal autenticidad no puede predicarse de poderes no presentados, ya que el juez no está autorizado para presumir que alguien apodera los intereses de otro, sin que en el respectivo expediente ello aparezca acreditado”. 


� En la sentencia T-001 de 1997 la Corte afirmó que por las características de la acción “todo poder en materia de tutela es especial, vale decir se otorga una vez para el fin específico y determinado de representar los intereses del accionante en punto de los derechos fundamentales que alega, contra cierta autoridad o persona y en relación con unos hechos concretos que dan lugar a su pretensión.”


� En este sentido la Corte ha acogido las disposiciones del código de procedimiento civil en la materia, así en la sentencia T-530 de 1998 acoge y aplica la disposición del artículo 65 inciso 1º:  “En los poderes especiales, los asuntos se determinarán claramente, de modo que no puedan confundirse con otros.”


� En este sentido en la en la sentencia T-695 de1998 la Corte  no concedió la tutela impetrada debido a que el abogado quien presentó la tutela pretendió hacer extensivo el poder recibido para el proceso penal al proceso de tutela. En esta oportunidad la Corte reiteró la doctrina sentada en la sentencia T-550 de 1993 oportunidad en la cual la Corte afirmó:  “De otro lado, debe desecharse la hipótesis de que el poder conferido para adelantar un proceso judicial sirve al propósito de intentar la acción de tutela a que pudiere dar lugar ese proceso, por cuanto se trata de actuaciones distintas y, si bien es cierto que la tutela tiene un carácter informal, también lo es que tal informalidad no lleva a presumir la existencia de un poder que no se presentó y que es necesario allegar siempre que se ejerza la acción de tutela a nombre de otro y a título profesional”  En un sentido similar ver sentencia T-002 de 2001, en la cual la Corte afirmó que la condición de apoderado en un proceso penal no  habilita  para instaurar acción de tutela, así  los  hechos en que se esta se fundamenta tengan origen en el proceso penal.


� En la sentencia  T-530 de 1998 la Corte al revisar la decisión de una tutela promovida por el abogado de la parte civil en un proceso penal quien actuaba sin poder especial para el proceso de tutela, consideró que el a-quo no debió darle trámite al respectivo proceso  debido a que el  abogado no allegó el poder respectivo ni manifestó su calidad de agente oficioso.  En este sentido aseveró que  “Aunque podría pensarse que su calidad de representante de la parte civil en el proceso penal lo habilitaba para dicho menester, debe desecharse esta idea, en atención a que en el proceso penal el sujeto procesal es la parte civil y no su apoderado; es cierto que éste la representa conforme al poder específico que se le ha conferido; pero éste aun cuando suficiente para la actuación en el proceso penal no lo habilita para ejercitar la acción de tutela.”


� En la sentencia T-207 de 1997 la Corte se extendió en consideraciones acerca de la informalidad, propia de la acción de tutela y de sus implicaciones frente al ejercicio de la misma.  Con respecto al apoderamiento judicial como excepción al principio de informalidad de la acción señaló:  “Caso distinto es el de quien ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, pues es evidente que en tal caso actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (Decreto 196 de 1971).  Ello no solamente por razón de la responsabilidad que implica tal ejercicio, que se concreta en el campo disciplinario, sino por la necesaria defensa de los intereses del cliente, a quien conviene establecer con certidumbre que quien lo apodera puede actuar, de acuerdo con la ley, ante las distintas instancias judiciales y que responderá por su gestión.”


� Sobre la obligatoriedad de que la representación  judicial en tutela sea asumida por abogados en ejercicio no existe regulación expresa ni en la Constitución ni en los decretos reglamentarios de la acción de tutela, ante este vacío la Corte en sentencia T-550 de 1993  mediante  interpretación sistemática del ordenamiento jurídico,  a partir de las  disposiciones generales sobre representación judicial y en especial a partir de la disposición del artículo 38 del decreto 2591 de 1991 (que  señala las faltas  para los abogados que promuevan irregularmente acciones de tutela) concluyó que esta disposición no tendría sentido  sino se entendiera que la representación judicial  sólo pudiese ser adelantada por abogados titulados y en ejercicio. 


� CSJ, SCC, providencia del 13 de abril de 2016; expediente STC4544-2016; radicación N° 11001-02-03-000-2016-00782-00; M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez








8

